
 

11 

Temas Públicos 
 
 
 

www.lyd.org        ISSN 0717-1528 

 

 

 

El Gobierno y un grupo de parlamentarios de 

distintos sectores políticos alcanzaron 

recientemente un acuerdo para sacar adelante 

dos proyectos de ley en trámite en el Congreso 

relativos al sector eléctrico: el primero, sobre 

procedimiento para otorgar concesiones 

eléctricas, iniciativa que el Ejecutivo presentó al 

Congreso en mayo de 2012 y que, tras el 

referido acuerdo, se encuentra en segundo 

trámite constitucional en el Senado; y, el 

segundo, sobre fomento a las Energías 

Renovables No Convencionales (ERNC), más 

conocido como 20/20 y ahora como 20/25, que 

ingresó en septiembre de 2010 a través de 

moción parlamentaria y que, en virtud del 

acuerdo, ha pasado recientemente al tercer 

trámite constitucional en el Senado. Tal y como se plasmó en el referido 

acuerdo parlamentario, resulta de la esencia que ambos proyectos de ley 

se tramiten y concluyan su discusión en el Congreso de manera conjunta.   

 

En términos generales, es loable que parlamentarios de diversos partidos 

políticos busquen consensos entre ellos y con el Ejecutivo con miras a 

sacar adelante las iniciativas legales que se presentan al Congreso. 

Asimismo, y más allá que algunos temas del acuerdo resultan 

preocupantes, es menester reconocer que este tipo de acuerdos tiene la 

virtud de ordenar la discusión y encausarla hacia fines determinados, que 

de otra manera resultan muy complejos de alcanzar. Ahora bien, tales 

virtudes no significan que estos acuerdos no deban ser revisados 

detalladamente en cuanto a sus contenidos. Sobre lo anterior, aun cuando 

el acuerdo permitió valiosos avances en materia de concesiones eléctricas, 

tales como la inclusión de normas para resolver casos de paralización de 

obras con fines especulativos o de extracción de rentas, advertimos con 

mucha preocupación que la incorporación de otras materias, tales como la 

consulta indígena y el tratamiento de las áreas silvestres protegidas, 
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resulta a lo menos complejo y marcan un mal precedente para futuras 

tramitaciones de leyes sectoriales.  

 

Igualmente, nos parece inconveniente que el acuerdo ligara la tramitación 

del referido proyecto de ley con el de ERNC, pues se trata de proyectos 

cuyo nivel de concordancia e importancia relativa en la agenda energética 

del país no es comparable ni equiparable. A diferencia del proyecto de 

concesiones eléctricas, que es una iniciativa necesaria y que en general va 

en la dirección correcta, el 20/25 representa una mala política pública que 

podría obligar a incorporar masivamente proyectos de ERNC al sistema 

aún cuando éstos sean ineficientes. 

 

El proyecto de ley sobre concesiones eléctricas 
 

El proyecto de ley busca agilizar los procedimientos para obtener 

concesiones eléctricas, respetando ciertamente los derechos de los 

propietarios afectados. Se trata de una iniciativa muy relevante para el país 

debido al retraso significativo, y cada vez más frecuente, en la obtención de 

los permisos, autorizaciones o actuaciones administrativas requeridas para 

desarrollar infraestructura energética. Ello se traduce en problemas para 

cumplir con los plazos comprometidos, una mayor incertidumbre para evaluar 

los proyectos, la paralización de obras y mayores precios de las 

servidumbres, todo lo cual redunda en un mayor costo de la energía. 

 

Frente a esta realidad, la iniciativa introduce mejoras relevantes, al simplificar 

el proceso concesional, tanto de la concesión provisional como de la 

definitiva y precisar las observaciones u oposiciones que pueden 

presentarse en el procedimiento administrativo, entre otros 

perfeccionamientos muy relevantes que hemos tratado con anterioridad1. 

 

Tras su paso por la Cámara de Diputados, la Comisión de Minería y 

Energía del Senado acordó que este proyecto fuera conocido por un 

comité de asesores técnicos de los parlamentarios. Al no lograrse un 

acuerdo dentro del comité en materias de importancia, los senadores 

Jaime Orpis y Ximena Rincón lideraron la consecución de un consenso 

respecto de tales temas logrando el ya referido acuerdo parlamentario2. 

Sobre la base de este acuerdo, el proyecto de ley fue aprobado en la 

Comisión el 12 de junio de 2013 y su votación en sala, que comenzó el 19 

de junio, debiera concluir el día 2 de julio para pasar a tercer trámite. 

 

Lo bueno del acuerdo 

 
Entre los aspectos positivos del llamado “acuerdo energético transversal” 

destaca la incorporación de normas que tienen por objeto evitar que los 

especuladores paralicen proyectos eléctricos o extraigan rentas al 

concesionario eléctrico3. Así, quien recurra a un arbitraje con meros fines 
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de extracción de rentas o especulativos podría ser condenado a pagar las 

costas del juicio si no ha existido motivo plausible para litigar4. 

 

Por su parte, para resolver el problema de quienes utilizan las acciones 

judiciales para paralizar obras en perjuicio de los derechos del 

concesionario y, a la larga, en perjuicio de todos aquellos que se verán 

beneficiados con el servicio eléctrico, se propuso dar una alternativa al 

concesionario eléctrico que ha sido objeto de alguna de las acciones 

judiciales contempladas en nuestro ordenamiento civil, para que, 

caucionando las resultas del juicio, pueda proceder y continuar con las 

actividades propias de la concesión, evitando así paralizaciones de obras y 

los costos de transacción relacionados. La caución será inicialmente fijada 

por el juez y en caso de controversia sobre su monto, se resolverá como 

incidente y en tal caso se designará un perito, de cargo del concesionario 

eléctrico. Esta norma es sin duda relevante para evitar que se utilicen 

acciones judiciales para paralizar obras con fines de dudosa legitimidad. 

No obstante, cabe hacer notar que no resulta razonable que los costos del 

peritaje los pague el concesionario, tal y como quedó establecido en el 

proyecto de ley.  

 

Otra norma positiva sobre la cual hubo acuerdo dice relación con la toma 

de posesión material de los terrenos5, lo que viene a resolver una situación 

recurrente cual es que muchos concesionarios se encuentran con el 

problema de la oposición al ingreso del terreno. La norma acordada 

establece que no obstante existir reclamaciones pendientes, el titular de la 

concesión (ya otorgada) pueda tomar posesión material de los terrenos. Se 

reafirma así un derecho propio del concesionario, quien lo podrá ejercer no 

obstante existir reclamaciones o acciones judiciales pendientes. El artículo 

permite además al concesionario solicitar al juez el auxilio de la fuerza 

pública, con facultades de descerrajamiento en caso de oposición u 

ausencia de moradores en el predio, lo que deberá ser notificado al dueño. 

Por último, otro aspecto positivo del acuerdo fueron los perfeccionamientos 

que se introdujeron en materias de notificaciones y publicaciones6.  

 

Menos afortunados, en cambio, fueron los cambios acordados en relación 

a quiénes se entienden legitimados para oponerse u observar la solicitud 

de concesión en sede administrativa (procedimiento ante SEC)7. Se 

entiende que son los dueños de los terrenos y los “interesados”, éstos 

últimos definidos de acuerdo a la Ley 19.880, es decir, “los que, sin haber 

iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados 

por la decisión que en el mismo se adopte.” A nuestro entender, esta 

definición es amplia y abre puertas que hubiera sido deseable cerrar de 

cara a los propios fines declarados en el mensaje del proyecto de ley. De 

todas maneras, dado que las causales de oposición y observación se 

encuentran limitadas, una interpretación armónica debiera llevar a la 

conclusión que los derechos afectados la Ley 19.880 señala lo son sólo en 

relación a las causales de oposición y observación. 
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Lo malo del acuerdo 

 
Los aspectos negativos del acuerdo dicen relación con tres temas: 

tratamiento de las áreas silvestres protegidas; incorporación de la consulta 

indígena; y amarre con el proyecto de ley de fomento de ERNC. 

 

En materia de áreas silvestres protegidas se acordó incorporar un inciso 

segundo nuevo al artículo 15 de la Ley Eléctrica señalando que “El 

concesionario o los órganos de la Administración del Estado, deberán dar 

debido cumplimiento a las normas legales, tratados internacionales 

debidamente suscritos y ratificados por Chile y reglamentos vigentes en 

materia de áreas silvestres protegidas del Estado”. Este tema es 

probablemente el más delicado pues, a nuestro juicio, corresponde a una 

materia que es de carácter general y cuyo tratamiento escapa a esta 

iniciativa legal, por lo que no debió haber sido recogida en una ley sectorial 

y específica al procedimiento concesional eléctrico. Ello tiene como riesgo 

que las exigencias contempladas en esta ley puedan terminar siendo 

mayores que las que se recojan en el proyecto de ley sobre biodiversidad y 

áreas silvestres protegidas, de carácter general. Así, esta norma no 

contribuye a dar certeza jurídica a los desarrolladores de proyectos. 

 

En relación a la consulta indígena, se incorporó al proyecto, como inciso 

segundo del artículo 34 de la Ley Eléctrica, lo siguiente “En el caso que las 

obras de una concesión ya obtenida atraviesen tierras pertenecientes a 

comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá 

acreditar haber realizado el procedimiento de la consulta contemplada en 

el artículo 6° del Convenio 169 de la Organización Internacional del 

Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca el 

reglamento correspondiente”. La incorporación de una materia como ésta 

en una ley sectorial y específica al procedimiento concesional eléctrico es 

negativa toda vez que no corresponde un tratamiento particular sobre el 

tema en esta iniciativa; por el contrario, debiera entenderse que la consulta 

indígena será abordada en la medida de lo aplicable, cuándo y en la forma 

que corresponda de acuerdo a la normativa general, aplicable a cualquier 

sector productivo. El precedente, por tanto, no es bueno. Si la 

incorporación de esta materia resultaba condición necesaria para el 

acuerdo, debió ser aun más clara y precisa para evitar interpretaciones 

erróneas a futuro. 

 

Finalmente, el amarre del proyecto de ley de concesiones eléctricas al de 

fomento de las ERNC obligó al Ejecutivo a ingresar una indicación 

sustitutiva al proyecto 20/208. La indicación permitiría destrabar este 

proyecto de ley cuyo objetivo es elevar las exigencias que establece la ley 

vigente en materia de incorporación de ERNC al sistema9. El acuerdo 

Gobierno-parlamentarios postergaría la meta de 20% para el año 2025 y 

corregiría algunos aspectos del proyecto de ley original. 
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Tanto el proyecto original 20/20 como el 20/25 ahora propuestos 

constituyen, a nuestro juicio, una política pública equivocada, por cuanto 

fuerza la incorporación de proyectos de ERNC sin atención a su condición 

de eficiencia y competitividad. Peor aún, no ha habido durante su larga 

tramitación ningún esfuerzo serio por estimar los sobrecostos 

comprometido en esta meta, tanto en generación como transmisión (algo 

que fue advertido trasversalmente por los integrantes de la CADE); el 

eventual desplazamiento de proyectos convencionales y el riesgo asociado 

para la capacidad de generación de base; ni el mayor costo que se podría 

estar pagando para compensar las emisiones de CO2. Peor aún, se está 

legislando sin mayor conocimiento del verdadero potencial de cada fuente 

ERNC, lo que ha llevado a subestimar los costos que conlleva la medida.  

 

Inconveniencia del proyecto 20/25 

 
La indicación sustitutiva mantiene del 20/20 el esquema de licitaciones 

públicas para la inyección de bloques de energía provenientes de medios 

de generación renovable no convencional, pero con precios garantizados a 

10 años y con metas de participación algo distintas a su versión original. 

 

En las licitaciones se establece un precio máximo basado en el costo 

medio de largo plazo de la tecnología de desarrollo, acrecentado en hasta 

un 10%. El precio de energía que percibirán aquellos adjudicatarios en el 

proceso de licitación por la energía comprometida en el bloque licitado 

corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta. Se 

crea un mecanismo de estabilización de precios donde, si el costo marginal 

promedio es más alto que el precio licitado, las empresas eléctricas que 

efectúen retiros recibirán la diferencia hasta un máximo de 0,4 UTM por 

MWh, percibiendo el exceso de dicha cifra el generador de ERNC. 

Cuando, en cambio, el costo marginal promedio se encuentra bajo el 

precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros deberán pagar 

la diferencia, con un tope de 0,4 UTM por MWh. 

 

En la práctica, lo que recibe el proyecto adjudicatario equivale a su 

inyección de energía horaria valorizada a costo marginal, pero sujeto a una 

compensación que se calcula comparando el costo marginal promedio del 

mes y el precio de oferta presentado en la licitación. Con ello, se busca 

estabilizar el precio que percibe el desarrollador de ERNC. No obstante, 

hay una serie de factores que permiten prever que la alternativa propuesta 

es riesgosa del punto de vista económico e incluso ambiental, a saber: (i) 

existe un grado de discrecionalidad en la determinación del costo medio de 

desarrollo de largo plazo que podría derivar en una sobre valoración del 

precio máximo de las licitaciones, a lo que se suma la posibilidad de 

acrecentar en hasta 10% el precio de licitación. De existir una cantidad 

limitada de proyectos ERNC competitivos es muy posible que el precio 

ofertado en la licitación coincida con este precio máximo, lo que significa 
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un subsidio para las ERNC que necesariamente se traduce en un mayor 

costo de la energía; (ii) las licitaciones asegurarían la compra de la 

producción de la planta de ERNC (inyecciones), lo que significa que el 

sistema tendrá que hacerse cargo del suministro en horarios donde no 

existe generación de fuentes ERNC, lo que impone restricciones 

operativas y la necesidad de proveer respaldos que generarán un 

incremento adicional de precios; (iii) existe la posibilidad que se licite en 

forma separada por sistema eléctrico, lo que significa favorecer ciertas 

tecnologías por sobre otras en función de la limitaciones propias de los 

sistemas actuales lo que también encarece el proceso; y (iv) el mecanismo 

de licitación propuesto puede generar una distorsión en la toma de 

decisiones, puesto que crea incentivos a demorar la entrada en operación 

de proyectos ERNC sin contrato hasta que se realicen los llamados a 

licitación, lo que podría atrasar su desarrollo e imponer costos adicionales.  

 

Gráfico Nº 1 

OBLIGACIONES ERNC 
    
       
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

           Fuente: Elaboración propia. 
 

Cabe destacar que ya han surgido en el mercado alternativas de 

financiamiento a energías renovables (fondos privados para estabilizar 

precios, PPAs10 en que contractualmente se estabilizan los precios, etc.), lo 

que resulta en una solución mucho más eficiente para el desarrollo de las 

ERNC que obligar al Estado a licitar bloques para cumplir con cierta cuota 

de participación de las mismas. Es importante, en este sentido, evitar que 

soluciones centralizadas terminen por desalentar alternativas de mercado y 

que se adjudiquen las licitaciones a proyectos ERNC que se habrían 

desarrollado igual con o sin subsidio. 
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Pero quizás el tema que más preocupa es la insuficiente atención que se 

ha dado a la masividad de ERNC que se requiere desarrollar para cumplir 

el 20% el 2025. En particular, durante el presente año la generación 

proveniente de fuentes de ERNC alcanzará del orden de 3 TWh, lo que, de 

acuerdo a la meta establecida, debiera aumentar a 26 TWh a 2025. Eso 

equivale a instalar entre 7.000 a 8.000 MW en ERNC, lo que sólo podría 

cumplirse con plantas eólicas y solares (las minihidro, biomasa y geotermia 

no superarán los 1.000 MW), con los consecuentes problemas de 

intermitencia, mayor conexión y ampliación de líneas para ser usadas unas 

pocas horas e impacto en los costos marginales, cuya diferencial respecto 

del promedio mensual deberá ser cubierto por los demás generadores. 

 

Esto nos lleva a otro tema de suma relevancia, cual es la nula alusión a la 

capacidad real de desarrollo de ERNC competitiva.  

 

El estudio de Alex Galetovic “El costo diferencial de las alternativas de 

generación en el SIC” publicado en diciembre del 2012 entrega algunas 

señales -bastante preocupantes- al respecto11. En efecto, el informe estima 

el costo diferencial de las políticas que proponen imponer cuotas de ERNC 

-el 15% de la CADE en 2024 y la ley 20/20- comparándolo contra una 

política eficiente, concluyendo que la principal consecuencia de una cuota 

de ERNC es disminuir la participación de la energía hidráulica 

(manteniendo constante la participación de los combustibles fósiles) lo que 

genera un alza no menor en el precio monómico de la energía12. Lo 

anterior se explica por cuanto la curva de oferta de ERNC tiene mucha 

pendiente, lo que significa que -contrario a lo que generalmente se plantea- 

la expansión de cada tecnología no ocurre a costo medio constante sino a 

costos cada vez mayores. La pérdida social de las cuotas de ERNC sería, 

por tanto, considerable e implicaría una transferencia significativa de 

recursos hacia los generadores ERNC. En síntesis, la imposición de metas 

de participación de ERNC en la matriz energética podría tener costos 

significativos, los que no han sido debidamente sopesados durante la 

tramitación legislativa. 

 

Dicho lo anterior, es justo reconocer que la indicación sustitutiva del 

Ejecutivo logra corregir algunas deficiencias importantes del proyecto 

original. Esto, porque elimina artículos abiertamente dañinos, que 

establecían: (i) la retroactividad de la obligación, que aplicaba a contratos 

firmados antes de la presente modificación; (ii) la obligación de acreditar 

que al menos un 50% de los retiros correspondieran a inyecciones 

realizadas en el sistema eléctrico respectivo; y (iii) que la obligación no se 

entendería extinguida por el pago de un cargo techo, debiendo cumplirse al 

año siguiente. 
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Conclusión 

 
El acuerdo alcanzado en materia de energía tiene aspectos positivos y 

negativos. Lograría destrabar el proyecto de ley de concesiones eléctricas, 

introduciendo perfeccionamientos importantes al procedimiento de 

concesiones actual. No obstante, la moneda de cambio para alcanzar este 

consenso resultó bastante cara.  En este sentido, esperamos que aquellas 

normas incorporadas al proyecto de ley de concesiones eléctricas que 

resultan cuestionables, sean comprendidas a futuro en un sentido correcto, 

evitando interpretaciones que resulten en una aplicación más gravosa o 

perjudicial para el sector eléctrico en comparación con otros sectores 

productivos. Igualmente, hubiera sido deseable el haber evitado premuras 

en la tramitación del proyecto de ley 20/25 para escuchar a los expertos y 

sopesar correctamente los costos que esta iniciativa podría generar para el 

sistema eléctrico. Solo así, los avances y aspectos positivos logrados a 

través del acuerdo habrán valido la pena.  

 

Asimismo, y aun cuando hoy queda poco espacio para introducir nuevas 

modificaciones a los proyectos de ley en comento, hubiera resultado 

positivo incorporar al proyecto de concesiones aspectos no discutidos 

durante la tramitación, tales como el momento en que tiene lugar el trámite 

de autorización de DIFROL; haber aclarado que el uso gratuito, por parte 

del concesionario, de bienes nacionales de uso público está referido tanto 

a bienes terrestres como marítimos, y haber abordado otros problemas 

puntuales que hoy pueden causar dilación en el procedimiento concesional 

y que quedaron fuera de la iniciativa legal. 

 

Con todo, y sin perjuicio de la eventual aprobación de los dos proyectos en 

estudio en el Congreso, esperamos que se tomen asimismo las medidas 

necesarias a fin de acelerar el paso y sacar adelante iniciativas de 

inversión en el segmento generador eléctrico que permitan contar con 

energía segura, limpia y competitiva en los años venideros. Esta cuestión 

es de la mayor relevancia y no debiera quedar supeditada a un segundo o 

tercer plano sólo porque hoy los temas de la agenda legislativa están 

concentrados en las concesiones eléctricas y en las ERNC. 

 

                                            
1
 Transmisión Eléctrica. Libertad y Desarrollo. Temas Públicos N°1069, julio 2012. 

2
 El acuerdo fue firmado por los senadores y diputados Orpis, Rincón, Allende, 

Prokurika, Frei, Uriarte, Bertolino, Rojas, Latorre, Harboe, Espinosa y Vilches. 
3
 Normas recogidas como nuevos artículos 31 bis y 34 bis de Ley Eléctrica. 

4
 Entre otros, la existencia de proyectos u obras en ejecución en el área objeto de la 

concesión, derecho o permiso, o la realización o desarrollo de actividades relacionadas 
directamente con las concesiones, los derechos o permisos otorgados, que son objeto del 
litigio. 

5
 Norma recogida como un nuevo artículo 67 de la Ley Eléctrica. 

6
 Normas recogidas en los nuevos artículos 27 y 27 bis de la Ley Eléctrica. 

7
 Norma recogida en el nuevo artículo 27 ter de la ley eléctrica. 
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8
 Boletín 7102-8. 

9
 La ley actual obliga a las empresas eléctricas a acreditar que el 5% de la energía 

anual equivalente, bajo contratos suscritos después de agosto de 2007, provenga de 
ERNC, porcentaje que aumenta gradualmente a partir del 2015 para alcanzar la meta de 
10% el año 2024. El proyecto 20/20 eleva este objetivo a 20% al año 2020 e impone 
además una serie otras condiciones. 

10
 Power purchase agreement. 

11
 El estudio realiza una evaluación sistemática y cuantitativa de las consecuencias 

económicas y ambientales de las políticas eléctricas alternativas en el SIC. 
12

 El informe señala que una ley 20/20 aumentaría el precio monómico de la energía 
entre US$ 15 y US$ 20/MWh, mientras que la propuesta de la CADE lo elevaría en 
alrededor de US$ 7/MWh. 


